A Pleno Corporativo

A lo largo de la historia de la Humanidad, en diferentes grupos sociales ha existido particular vocación por el cuidado de los recursos naturales. Esta inclinación por el cuidado de la naturaleza se ve con mayor claridad en las culturas aborígenes.

En los pueblos primitivos la tierra es fuente de vida, que les mantiene, les alimenta, les cuida, y es el centro de sus actividades, de su cultura, etc. La naturaleza les proporciona todo lo que necesitan para vivir y al tiempo ellos la respetan y cuidan no utilizando nada más que aquello que les es imprescindible para su existencia.

Sin duda la más bella declaración y más profunda que jamás se haya hecho sobre el medio ambiente la constituye la Carta que el jefe Seattle, de la tribu Suwamish, envió al Presidente de los EEUU, en respuesta a la oferta de compra de las tierras de su tribu.

Pues bien, desde entonces hasta ahora, en línea con el gran jefe Seattle, de lo que se trata es de satisfacer las necesidades de las generaciones presentes sin poner en cuestión las necesidades de las generaciones futuras, es decir, caminar hacia un desarrollo sostenible.

Para ello vamos a relatar los últimos acontecimientos dignos de mención en esta materia de carácter internacional; constituyen lo que se ha dado en llamar el soft law, el derecho débil, pues las declaraciones como tales no generan directamente obligaciones legales. En la mayor parte de los casos no son textos propiamente normativos, pero son sin lugar a dudas las fuentes de donde han de beber los futuros textos normativos.

La comunidad internacional, en la conferencia Mundial sobre Medio Ambiente y Desarrollo sostenible, organizada por las Naciones Unidas y celebrada en Río de Janeiro en el año 1992, incorporó determinados planeamientos genéricos que implican un claro compromiso mundial sobre el desarrollo y la cooperación en la esfera del medio ambiente, lo que conllevará un flujo sustancial de recursos financieros nuevos y adicionales hacia los países en desarrollo.

Es en la Cumbre de Río donde se acordó que cada Estado, cada Región y cada Entidad Local del Planeta Tierra elaborarían su propia Estrategia de desarrollo sostenible, en un documento que se denominó Agenda 21.

Por su parte, en el seno de las políticas de la Unión Europea, la incorporación de la política de medio ambiente al Tratado de la CEE por el Acta única Europea en 1986 constituye el punto de arranque, que se concretó en el Libro Verde sobre el Medio Ambiente Urbano, elaborado por la Comisión de las Comunidades Europeas en 1990, que pretende superar el enfoque sectorial en el tratamiento de las ciudades y, a través de políticas transversales, vertebrar todas las intervenciones relativas a las ciudades, con una visión general de la ciudad, para una Europa de los ciudadanos.

La Unión Europea en 1993, en su V Programa de Acción en esta materia, impulsó la integración de las consideraciones ambientales en la definición y aplicación de las diferentes políticas sectoriales. Este principio se ha consagrado en el Tratado de la Unión Europea.

Pese al carácter no vinculante de las determinaciones de Río de Janeiro, en todo el mundo se han ido construyendo redes de autoridades locales para cumplir con los objetivos del Programa o Agenda 21.

En Europa estas iniciativas coincidieron con el Libro Verde del Medio Ambiente Urbano, antes mencionado, que culminó con un movimiento de ciudades sostenibles que se formaliza en la carta de Aalborg, que anima a la puesta en marcha de los Programas o Agendas 21 locales.

En esta misma línea de seguir profundizando en la implantación sigue el Plan de Acción de Lisboa, incitando a los pueblos y ciudades a adoptar la Carta de Aalborg, que lo que pretende es pasar de la Carta a la Acción, todo ello de acuerdo con el Quinto Programa de Acción Ambiental de la Unión Europea, estableciendo un programa de trabajo y un calendario de acciones concretas con el fin de pasar de los principios, como hemos señalado, a las acciones propiamente dichas.

En la Carta de Lisboa se pone especial énfasis en la autoridad local como dinamizador de la Agenda 21 local, lo que conecta ineludiblemente con el principio de subsidiariedad contenido en la Carta de Autonomía Local.

La declaración de Hannover del 2000 incluye principios y valores para acciones locales hacia la sostenibilidad, por lo que se pretende trabajar para conseguir una mayor justicia e igualdad social y contra la pobreza y exclusión social, así como para conseguir un medio ambiente sano y habitable; pretende conseguir políticas locales que reduzcan la “huella ecológica” de la comunidad, introduciendo indicadores ambientales para la sostenibilidad local: Los ciudadanos esperan del municipio que proporcione condiciones y servicios clave, tales como un medio ambiente habitable, calidad de aire, suministro de agua, recogida y tratamiento de desechos y aguas residuales, transporte público, vivienda, servicios sanitarios y educación.

Por último, destacar los compromisos de Aalborg + 10, según sesión celebrada los días 9 a 11 de junio de 2004, en la ciudad de Aalborg (Dinamarca); estos compromisos se concretan en impulsar los esfuerzos municipales “hacia un desarrollo sostenible”, buscando inspiración en los principios de sostenibilidad establecidos en la Carta de Aalborg. Los compromisos “son un recurso del cual se seleccionarán las prioridades que se consideren más apropiadas para nuestra situación y necesidades locales”.

En cuanto al Estado español, vamos a tratar de determinar la legislación aplicable, y de establecer y concretar el ámbito competencial propio y especifico de actuación en esta materia por parte de las Entidades Locales, destinatarias últimas de este programa de actuación.

Para ello vamos a partir de la C.E. de 1978. Por una parte, el art. 137 de la misma señala que el Estado se organiza territorialmente en municipios, provincias y las comunidades autónomas que se constituyan; todas ellas gozarán de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses, garantizando por consiguiente su existencia, entendida como la posibilidad de hacerse reconocible, como tiene declarado el Tribunal Constitucional, así como su autonomía también constitucionalmente garantizada.

El art. 140 se refiere concretamente al Municipio, señalando que su gobierno y administración corresponden a sus respectivos ayuntamientos.

En el tema que estamos tratando destaca asimismo el art. 45 de la misma, que literalmente establece: “1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo. 2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad  de vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva”.

En cuanto a la legislación estatal, tomamos como referencia inexcusable la Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local, Ley 7/85 de 2 de Abril, cuya última modificación es la realizada a través de la Ley 57/2003, que parte del derecho de los municipios a intervenir en cuantos asuntos directamente les afecte; así, señala una potencialidad universal para asumir todos aquellas materias que les afecten, por lo que la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas reguladoras de los distintos sectores de la acción pública, y según la distribución constitucional de competencias, deberá asegurar a los municipios, su derecho a participar en cuantos asuntos afecten al círculo de sus intereses, a sus ciudadanos, atribuyéndoles las competencias que procedan en atención a las características de la actividad publica de que se trate y a la capacidad de gestión de la entidad local de conformidad con los principios descentralizadores y de máxima proximidad administrativa a los ciudadanos.

El artículo 25 de la Ley de Bases señala la antedicha competencia universal, una habilitación genérica de actuación: “promover toda clase de actividades y prestar cuantos servicios públicos contribuyan a satisfacer las  necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal”.

El artículo 25.2 por su parte concreta y modula el alcance de esta habilitación general, que en lo que aquí nos interesa destacar como materias en las que el legislador estatal o autonómico en todo caso debe atribuir competencias, entre otras: e) Medio Ambiente

En el mismo sentido se manifiesta la Ley de Administración Local de Aragón, Ley 7/99 de 9 de abril, al señalar, entre las competencias de los municipios, el artículo 42.f) la protección del medio ambiente, como soporte reticular de la calidad de vida de los ciudadanos del medio rural, quienes no deben estar en inferioridad de condiciones frente a los ciudadanos más equipados y con más medios.

Por su parte, la Carta Europea de la Autonomía Local de 1965 ratificada por España en 1978 en su artículo 2 señala: “el principio de autonomía local debe ser reconocido en la legislación interna y en la medida de lo posible en la Constitución de cada país”; esta autonomía local ha sido garantizada constitucionalmente en el artículo 137 de la CE señalado anteriormente y en el 140 y ss de la misma.

Así mismo, de acuerdo con el principio de subsidiariedad, entendido éste como la administración llamada a ejercer la competencia, será aquélla que se encuentre más cerca del ciudadano; es obvio que en este orden de cosas sin duda la más próxima al ciudadano es la Administración Local.

Por todo lo anteriormente señalado y de acuerdo con la filosofía antedicha, este Ayuntamiento de       pretende adherirse a la Carta de Aalborg + 10 para conseguir un desarrollo sostenible de su municipio.

En virtud de lo cual los Sres. Concejales acuerdan por unanimidad:

1º 
Suscribir la Carta de Aalborg + 10 y habilitar al Alcalde para la firma de cuantos documentos sean precisos en orden a su realización.

2º 
Adherirse al Programa de desarrollo de la Agenda 21 Local aprobado por la Diputación Provincial de Zaragoza, procediendo en consecuencia a la elaboración y ejecución de una Auditoría Ambiental Municipal bajo la dirección técnica de dicha Institución y con la colaboración de este municipio.

3º 
Adoptar el compromiso de facilitar la obtención de la información necesaria y de participar, junto con el equipo director de la Diputación y con el equipo auditor, en la Comisión de Seguimiento, designando a D./Dª      , cargo de este Ayuntamiento, para el ejercicio de las funciones de coordinador de dicha Comisión.

4º 
Asumir el compromiso de ejecutar el Plan de Acción Local que se establezca finalmente para este municipio.

5º
Facultar al Sr. Alcalde–Presidente para que, en representación de este Ayuntamiento, firme el oportuno Convenio con la Diputación Provincial en el que se establecen los compromisos que asumen ambas Instituciones en la elaboración y ejecución de la Auditoría Ambiental Municipal, Convenio cuyo contenido ha sido ya examinado y encontrado conforme por esta Corporación.
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